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INTRODUCCIÓN

No vive la descentralización un buen momento. Contra ella se han enfilado potentes baterías que quieren
limitarla. La responsabilizan, sin razón, de ser la causante del enorme déficit fiscal de la Nación. El presidente
Uribe considera que “Esa fórmula es insostenible. (la de ingresos corrientes de la Nación) Si me dicen que hay
que regresar a esa fórmula  yo no me siento capaz de despejar el futuro macroeconómico de la Nación en este
Gobierno.”1   Así que de nuevo los medios de financiación de la descentralización están en discusión. Por la
importancia que tiene esta iniciativa para el futuro de municipios y departamentos, es previsible que se
convierta en uno de los puntos centrales del debate nacional de los próximos meses. Aunque nadie desconoce
la necesidad de descentralizar y todos reconocen los logros alcanzados a partir del comienzo del proceso en
1986, los recursos que le dan viabilidad y la sostienen corren graves peligros. El Gobierno Nacional ha
propuesto al Congreso de la República una fórmula para abandonar, de manera definitiva, las transferencias
de recursos a las entidades territoriales ligada a los ingresos corrientes de la Nación, para ratificar la que los
ata a la inflación. Una vez más lo transitorio, el Acto Legislativo No. 1 de 2001, se busca volverlo permanen-
te, en uso de una arraigada costumbre muy colombiana. Igual a como ocurrió con el aumento transitorio de las
tarifas del IVA, o con el impuesto transitorio a las transiciones financieras, ahora se quiere que pase lo mismo
con el parágrafo 2 transitorio del artículo 357 de la Constitución Política. Propuesta que es necesario confron-
tar, ya que si fuese aprobada tal como se presentó, los fondos que alimentan el proceso descentralista queda-
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rían condenados a un lento  marchitamiento. Y el
porvenir de municipios y departamentos seriamente
comprometido.

Pero hoy como ayer, los argumentos para la reduc-
ción  de las transferencias son los mismos. No es
porque haya desparecido la necesidad de descentra-
lizar, o porque lo realizado hasta ahora haya fracasa-
do, o porque los fondos transferidos se hubiesen des-
pilfarrado. No. Pues el mismo Gobierno reconoce que
estos recursos han servido para aumentar en el últi-
mo quinquenio la cobertura educativa en 23% y la
de salud subsidiada en 63%.2  Sin embargo, se insiste
una vez más,  que municipios y departamentos de-
ben hacer otro aporte a la buena salud de la econo-
mía colombiana, mediante la disminución de las par-
ticipaciones. Como si nada hubiera cambiado en los
últimos cinco años, nos vienen con el mismo cuento.
El argumento de hoy es el mismo de antes, o si quiere
el de antes el mismo de hoy. Ayer se dijo que era de
vida o muerte aminorar el crecimiento de las transfe-
rencias para saldar el déficit de las finanzas públicas
de la Nación, asegurar el equilibrio macroeconómico
y garantizar la estabilidad de las participaciones; aho-
ra  se esgrime el mismo argumento y se dice que si se
aprueba el proyecto las entidades territoriales “man-
tienen un seguro en términos de cantidad y estabili-
dad de los recursos en épocas de crisis económica” y
que la Nación “garantiza estabilidad macroeconómica
y, por tanto, la capacidad para mantener crecimiento
sostenido y financiación a costos moderados.”3   Lo
cierto es que el déficit fiscal no ha disminuido, no
obstante el sensible descenso de recursos asignados
en el presupuesto nacional a departamentos y muni-
cipios con la fórmula adoptada en el Acto Legislati-
vo No 1 de 2001, porque la Nación no ha hecho un
esfuerzo para solventarlo. Así que,  con todo y el
recorte en las participaciones, la crisis fiscal conti-
núa porque el Gobierno Central persiste en gastar
por encima de sus posibilidades.

No puede olvidarse que esta norma se aprobó por-
que se consideró que ocho años serían tiempo sufi-
ciente para que el Gobierno Nacional resolviera sus
afugias financieras. Pero ahora se confirma que poco
ha hecho en esta materia por lo que el déficit sigue
igual. Lo extraño de ese momento al presente es que
municipios y departamentos han entrado por la sen-
da de la disciplina fiscal, en tanto que la Nación
incrementa el ritmo del gasto  sin un adecuado so-
porte en los ingresos.

Si bien la descentralización política, fiscal y admi-
nistrativa se impuso por consideraciones de orden
nacional e internacional, no se entiende que si esas
consideraciones mantienen su vigencia y validez, la
descentralización se limite. Lo que requiere la situa-
ción que viven el país y el mundo globalizado es más
descentralización y no menos, tal como lo pretende
el Gobierno Nacional con su iniciativa. Y no es por-
que diga expresamente en su proyecto  que quiere
limitarla, sino porque si se le congelan o reducen los
recursos al Sistema General de Participaciones el
proceso descentralista se estanca.

Pero hay más iniciativas que ponen en peligro la des-
centralización. Ante la creciente corrupción se pro-
pone como herramienta eficaz para combatirla, au-
torizar por la vía de disolver los gobiernos, la desti-
tución de alcaldes y gobernadores, por parte del Go-
bierno Central. No está en la mira del gobierno del
presidente Uribe únicamente  reducir la descentrali-
zación fiscal, sino que quiere también recortar de
modo importante la descentralización política. Si bien
debe admitirse que corrupción, ineficiencia,
clientelismo y favoritismo siguen siendo lacras que
impiden que los recursos públicos lleguen a los más
necesitados, no puede aceptarse que estos proble-
mas sean exclusivos de departamentos y municipios,
pues la Nación no está exenta de ellos, como a dia-
rio lo demuestran los hechos. Son problemas que dada

2 Carrasquilla Barrera, Alberto. Exposición de motivos al proyecto de Acto Legislativo por medio del cual se modifican los artículos 356
y 357 de la Constitución Política, Bogota´, 2006, ps. 6,7.
3 Ibíd. Ps. 28, 29.
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su gravedad y persistencia urge corregir. Pero parece
un poco atolondrada la receta de que la corrupción
se combate con eficacia si se disuelven los gobier-
nos regionales y se desconoce la voluntad popular
con mecanismos más políticos que jurídicos que co-
rrespondería aplicar al Gobierno Nacional. Mayor
participación ciudadana, prácticas inteligentes y
novedosas para enfrentarla, más instrumentos y dili-
gencia en los organismos de control, son instrumen-
tos que podrían resultar más útiles y efectivos que la
disolución de los gobiernos regionales en la indis-
pensable guerra que el país debe decretarle a la co-
rrupción.

Por todo lo anterior, debe reconocerse que el proce-
so descentralista vive momentos críticos. Debido al
déficit fiscal del Gobierno nacional y a la ampliación
de la lucha contra la corrupción quieren hacerlo re-
troceder, no obstante aceptar que ha sido positivo.
La descentralización tambalea con los proyectos que
modifican el Sistema General de Participaciones y la
disolución de los gobiernos locales en caso de co-
rrupción. Con el primero porque le recorta la finan-
ciación que requiere y con el segundo porque le re-
duce la autonomía política.

Hasta ahora, quizá por lo reciente de la presentación
del proyecto sobre la modificación al Sistema Gene-
ral de Participaciones, no han salido a la palestra los
dolientes de la descentralización y la autonomía re-
gional. Ojalá pronto alcaldes y gobernadores, con-
cejos y asambleas, organizaciones que los agremian,
congresistas, académicos, comentaristas de la reali-
dad nacional y opinión pública en general, compren-
dan que el proyecto de Acto Legislativo No. 11, de 8
de septiembre de 2006 perjudica de manera delicada
el proceso descentralista y rebaja sensiblemente los
fondos de que disponen las entidades territoriales
para cumplir las funciones que les corresponden.
Ojalá se entienda que el déficit fiscal, que el Gobier-
no Nacional poco o nada ha realizado para resolver-
lo, no puede significar la declinación definitiva de
los recursos de la descentralización.

CRISIS DEL ESTADO NACIÓN Y
DESCENTRALIZACIÓN

La crisis del Estado, ligada de manera directa a la
globalización, a la pérdida de soberanía y a la inca-
pacidad manifiesta para cumplir muchas de sus tra-
dicionales funciones, obligó a reestructurarlo. Pues
eran muchas las oportunidades que ofrecía el desa-
rrollo científico y tecnológico que no estaba en posi-
bilidad de aprovechar un solo Estado nación, y mu-
chos y muy graves problemas lo han venido supe-
rando,  aun a los más fuertes y potentes. Díganlo si
no la ingeniería genética, la industria de las teleco-
municaciones, la tecnología nuclear y la industria
aeronáutica, que ya no caben en el reducido espacio
de un Estado, entre las posibilidades, y la lluvia áci-
da, los gases del efecto invernadero, el terrorismo, el
narcotráfico, el contrabando de armas y de precur-
sores químicos, la trata de personas y de servicios
sexuales y el tráfico de órganos, que se convierten
en justificado motivo de presión a las autoridades y
que demandan solución, o, al menos, reducción de
su manifestación, pero que los Estados individuales
no han sido ni son competentes para abordarlos, en-
tre los problemas. Por eso, tanto para beneficiarse de
las oportunidades como para enfrentar las dificulta-
des, se reclaman estructuras políticas más grandes,
mercados más vastos y extensiones geográficas más
amplias.

Aunque estas circunstancias llevan a una mayor co-
operación entre los diferentes Estados, también han
conducido a que se ponga en práctica la institución
de la supraestatalidad, de la cual la Unión Europea
es el mejor ejemplo. Este tipo de organización, colo-
cada por encima de los Estados que la conforman y
exitosa hasta el presente, se nutre de las cesiones de
soberanía que le hacen los Estados que la integran.
Por ello, el manejo de ciertos temas económicos, la
moneda, la seguridad externa, entre otros asuntos de
importancia, corre a cargo de la Unión. En este caso,
el alcance supranacional del Estado europeo que em-
pieza a construirse va vaciando de contenido y fun-
ciones al tradicional Estado nación. Otros casos que
pueden servir como  ejemplos de supranacionalidad,
aunque con un alcance menor desde el punto de vis-
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ta institucional, son el NAFTA O TLC entre Esta-
dos Unidos, México y Canadá, el Mercosur, ASEAN
(Asociación de Naciones del Sureste Asiático), Or-
ganización de la Unidad Africana o  el proyectado
ALCA. De allí la opinión de Manuel Castells de que
“para superar su inoperancia creciente, los estados-
nación se asocian cada vez más, orientándose hacia
un nuevo orden de gobierno supranacional”4

Otra manifestación de la crisis del Estado es la po-
rosidad que se presenta en el concepto de soberanía.
Los Estados no manejan lo que antes manejaban o
no satisfacen las necesidades que antes satisfacían.
Hoy, como lo corroboran los atentados terroristas,
la capacidad militar de los Estados para defender sus
territorios y para derrotar los desafíos de los grupos
subversivos se muestra disminuida. En el campo eco-
nómico ya no controlan los flujos financieros, lo que
provoca que los Estados entren en competencia en-
tre ellos mismos para atraer capital, y que en res-
puesta a las demandas de las empresas multinacio-
nales reduzcan las condiciones que antes exigían en
materia de impuestos, remesas, ambiente, propiedad
intelectual y regulación laboral. Así, para captar ca-
pital los Estados renuncian a regularlo como alguna
vez lo hicieron con relativo éxito. También el hecho
de que el sector privado esté prestando algunos ser-
vicios públicos mejor que el mismo Estado, ha tor-
nado en menos útil el aparato estatal para la satis-
facción de las demandas de las sociedades.

Pero el aspecto relativo a la crisis del Estado más
vinculado a nosotros, es el reconocimiento de que
los Estados centralistas fracasaron en el cumplimien-
to de sus funciones, pues se fueron convirtiendo en
estructuras demasiado torpes para atender necesi-
dades locales de servicios domiciliarios, salud, edu-
cación, aseo, vivienda, en fin, recreación. De allí que
se propiciara un profundo proceso de descentraliza-
ción con el fin  de obtener una mayor eficiencia en la
operación del Estado y lograr cercanía entre la co-

munidad y las autoridades, con lo que se aumentaría
la capacidad de municipios y regiones y se reduciría
la del Estado central. Se partía de la opinión de que
el Estado resultaba muy distante de la comunidad y
que no tenía la capacidad para atender con oportu-
nidad y eficiencia sus necesidades más urgentes y
sentidas. Se buscaba eficiencia en la gestión y cerca-
nía del gobierno a la comunidad en una forma e in-
tensidad que el Estado central no puede garantizar.
Siendo necesario para ello que el Estado cediera com-
petencias a favor de municipios y regiones, y que se
crearan nuevos centros de decisión dotados de re-
cursos económicos y de autonomía política.

En Colombia, gracias al centralismo vimos que ins-
talaciones físicas diseñadas para funcionar a nivel
del mar se construyeron en zonas a 2.500 metros de
altura, y viceversa. O que el nombramiento o trasla-
do de un maestro se demorara varios meses mientras
debía realizar un recorrido por la distante capital. O
que empresas manejadas desde Bogotá debieran aten-
der la prestación de servicios de acueducto y alcan-
tarillado en pequeñas y distantes poblaciones. Estos
y otros hechos  igualmente irracionales e ineficientes,
contribuyeron a alimentar el descontento con el cen-
tralismo como forma de organización territorial del
Estado y dieron pábulo a constantes y enérgicas pre-
siones para alcanzar una mayor autonomía munici-
pal y departamental.

Todas estas cuestiones críticas han llevado a algu-
nos autores, Josep M. Vallès5  y Manuel Castells6 ,
entre otros, a afirmar que el Estado parece haberse
hecho demasiado grande y complejo para la aten-
ción de sus asuntos internos, es decir, para manejar
la vida cotidiana de la gente, y demasiado pequeño
en su vertiente externa, o sea para manejar las fuer-
zas globales. En lo interno, debido a que está some-
tido a una sobrecarga de funciones que no es capaz
de digerir, a que la centralización del poder político
estatal se ha convertido en una limitación a su acti-

4 Castells, Manuel. La era de la información. Economía, sociedad y cultura Vol. 2 El poder de la identidad,  Madrid: Alianza, 1998, p. 295.
5 Vallés, Josep M. Ciencia Política. Una introducción, Barcelona: Ariel, 2000, pp. 132, 133.
6. Castells, Manuel. Op. Cit. p. 302.
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vidad y a que el rol regulador de conflictos es atendi-
do por otras instancias como las autoridades territo-
riales y entidades de carácter privado. En lo externo,
porque su autoridad es sobrepasada o desconocida
por las tecnologías de las comunicaciones, la infor-
mática y la electrónica, lo que hace que el Estado
hoy no controle la política monetaria, fracase a me-
nudo en la persecución de los delitos globales como
el narcotráfico, el contrabando de armas o los deli-
tos virtuales, no pueda proteger el medio ambiente
de su comunidad de la lluvia ácida, el calentamiento
global, la capa de ozono, el efecto invernadero o los
vertidos tóxicos. Lo que ha provocado que en la ór-
bita externa el Estado se convierta en un actor polí-
tico más, al lado del Fondo Monetario Internacional,
el Banco Mundial, las grandes empresas
trasnacionales, las ONGs de alcance global, entre
otros, y no en el principal protagonista como acon-
tecía hasta hace muy poco tiempo.

Sin descartar el esfuerzo propio de cada país para
enfrentar la crisis de su Estado, urge reconocer que
la respuesta que dieron está enmarcada por las pre-
siones de las grandes empresas multinacionales, la
teoría neoliberal y el Consenso de Washington para
que se lograse una economía más eficiente y compe-
titiva, mediante la mayor liberalización de los mer-
cados, la flexibilización de las regulaciones, la des-
centralización de los procesos productivos y de ma-
nera sustancial la reducción del tamaño del Estado.

En resumen, puede afirmarse que por efectos de la
globalización los Estados han perdido soberanía. Y
que la puesta en marcha del proceso de integración
económica y política que llega hasta la
supranacionalidad, como el de descentralización y
regionalización estatal, son la respuesta al fenóme-
no globalizador.

LA EVOLUCIÓN DE LA
DESCENTRALIZACIÓN EN
COLOMBIA

La descentralización en nuestro país debe analizarse
en los términos opuestos antes y después, siendo el
eje de referencia la Constitución Política vigente en
la actualidad.  Lo que permite precisar tres etapas
bien definidas: antes de la Constitución de 1991,

durante la vigencia de los artículos 356 y 357 tal
como fueron aprobados por la Asamblea Nacional
Constituyente, y después de la Constitución.

Antes de la aprobación de la Carta Magna de 1991,
el proceso descentralista en materia fiscal se inicia
en 1968 cuando la reforma constitucional de ese año
creó el situado fiscal, que trasfirió recursos de la
Nación a los departamentos para atender servicios
de educación y salud. Luego, la Ley 33 del mismo
año, consagró la cesión a los municipios de una par-
te del impuesto a las ventas. Pero fue durante el go-
bierno de Belisario Betancur (1982-1986) que la des-
centralización fiscal recibió un gran refuerzo. En
efecto, la Ley 14 de 1983 modernizó y amplió las
bases gravables de varios impuestos municipales y
la Ley 12  de 1986 ordenó que el porcentaje del im-
puesto al valor agregado cedido a los municipios debía
ser creciente, así mismo, por medio del Decreto 077
de 1987 se definieron las competencias de los muni-
cipios. En materia política, el avance fundamental
de esta etapa se define con la elección popular de
alcaldes, aprobada con el Acto Legislativo No. 1 de
1986  y que entra en funcionamiento en 1988, en el
gobierno de Virgilio Barco (1986-1990).

Pero es con la aprobación de la Constitución de 1991
que la descentralización se profundiza y consolida,
durante el gobierno de César Gaviria (1990-1994).
Gracias a ella se establece la posibilidad de crear pro-
vincias y regiones, se convierten en departamentos
las antiguas intendencias y comisarías, se consagra
la elección popular de gobernadores, se organiza el
Sistema Nacional de Planeación, se le da carácter
obligatorio a los planes de desarrollo en todos los
niveles, se autoriza la constitución de entidades te-
rritoriales  indígenas, se asignan más recursos a fa-
vor de los departamentos y municipios, al establecer
con carácter permanente un porcentaje a ceder uni-
do a los ingresos corrientes de la Nación, se supera
la simple descentralización de recursos y funciones
para permitir que con más competencias y medios
financieros las políticas públicas en áreas básicas de
desarrollo se empiecen a ejecutar en municipios y
departamentos. Mediante la Constitución se definie-
ron las competencias de la Nación y de las entidades
territoriales, correspondiéndole al gobierno central
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la planeación, coordinación y evaluación, bajo crite-
rios de solidaridad, complementariedad,
subsidariedad y de cofinanciación, y a departamen-
tos y municipios los responsabiliza   de la prestación
de los servicios públicos básicos, como educación,
salud, acueducto y alcantarillado, entre otros. De esta
manera la Carta Magna aprobó más recursos, más fun-
ciones y más autonomía política para municipios y de-
partamentos, en el que constituye el paso más avanza-
do en el proceso descentralizador del Estado en toda
su historia. Fue la Ley 60 de 1993, reglamentaria de los
artículos 356 y 357 de la Constitución, la que definió,
de acuerdo con los mandatos constitucionales, las com-
petencias de los tres niveles de gobierno y les asignó los
recursos necesarios para que pudieran cumplir sus
funciones.

Después de la Constitución, el hecho más importan-
te está conformado por el Acto Legislativo No. 1 de
2001, en el gobierno de Andrés Pastrana (1998-2002),
que modificó la fórmula para calcular los recursos
que deben ser cedidos a municipios y departamen-
tos, al abandonar el mecanismo de recursos corrien-
tes de la Nación y reemplazarlo por el de la infla-
ción; así mismo, cambió la nomenclatura de situado
fiscal a favor de los departamentos y participación
de los municipios por el de Sistema General de Par-
ticipaciones de los Departamentos, Distritos y Mu-
nicipios. Este cambio constitucional se justificó con
el argumento de que si no se recortaban las transfe-
rencias el país se vería abocado a una crisis fiscal de
gravísimas  consecuencias y a que se rompería el
equilibrio macroeconómico con un  resultado fatal
en materia de empleo, crecimiento, inflación, endeu-
damiento, balanza de pagos. Lo que no se dijo en su
momento, ni tampoco ahora, es que el gran respon-
sable del déficit fiscal, antes como hoy, es el Estado
Central que ha mantenido un elevado y creciente
volumen de gasto, en ocasiones no justificado y en
otras sometido a prácticas corruptas. Además, el
gobierno nacional mantuvo muchas de las funciones
y de las dependencias que debió haber eliminado,
dada la transferencia que de ellas se hizo a los go-
biernos locales y regionales. El resultado lógico de la
descentralización de recursos nacionales en benefi-
cio de municipios y departamentos debió haber sido
la de un Estado central más pequeño, pues la capa-

cidad financiera que se transfería era para relevar a
la administración nacional de muchas de sus funcio-
nes y responsabilidades, ya que éstas debieron ser
atendidas por el  nivel local. Sin embargo, no fue así
y muchas actividades se duplicaron, debido a  que
simultáneamente las adelantaban la Nación y las
entidades territoriales.

También en la administración Pastrana se aprobaron
varias leyes restrictivas de la autonomía municipal y
departamental y que ahora, paradójicamente, le dan
nueva vida a la descentralización. Fueron leyes apro-
badas no tanto para enjugar el déficit de las finazas
nacionales, sino para sacar a los municipios y depar-
tamentos de la bancarrota y  darles unos indicadores
de obligatorio cumplimiento para el manejo sano de
sus fondos. Aunque reductivas de la autonomía re-
sultaron positivas en sus resultados. Por ellas, en con-
junto, los gobiernos locales superaron sus agobiantes
penurias y hoy contribuyen a que no haya déficit en
el sector público consolidado, no obstante el eleva-
do déficit de la Nación. Estas leyes fueron la 358 de
1999, sobre control al endeudamiento local, la 550
de 1999, sobre saneamiento fiscal de las entidades
territoriales, la 617 de 2000, sobre normas imperati-
vas para el manejo de las finanzas locales, y la 715
de 2001, sobre competencias y recursos cedidos a
las entidades territoriales. De no haber sido por la
aplicación de estas leyes, la discusión hoy no sería
sobre cómo congelar la descentralización sino sobre
cómo acabarla definitivamente. Pero es justo admi-
tir que durante este gobierno no sólo se impusieron
mecanismos que aminoraban la independencia regio-
nal, sino que también se tomaron mediadas para ali-
viar sus dificultades, como se hizo con la cesión de
recursos del FAEP para pagar parte de la deuda y
con la creación del FONPET para atender compro-
misos prestacionales de las entidades territoriales.

El avance del proceso descentralista en lo político
ha sido interferido en múltiples oportunidades por
consideraciones de orden público, en vista de las sen-
sibles restricciones a que ha querido someterse o se
ha sometido, la autonomía política de los mandata-
rios de las entidades territoriales. Se ha buscado que
en zonas donde se presente terrorismo y el orden pú-
blico se encuentre turbado, el Presidente pueda se-
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parar de sus cargos a alcaldes y gobernadores; se de-
cretaron territorios especiales de orden público en
los que el comandante militar estaba por encima de
las autoridades elegidas democráticamente; se ha
pretendido reglamentar el artículo 296 de la Consti-
tución para permitir que el Presidente destituya a
gobernadores y los gobernadores a alcaldes. También
debe reconocerse que las llamadas consejerías presi-
denciales que han funcionado y funcionan en algu-
nas partes del país significan recorte de las atribu-
ciones de los mandatarios locales.

Pero lo que definitivamente más reduce la autono-
mía de las administraciones regionales son las parti-
das globales, los fondos de cofinanciación, de rega-
lías y de ley 21. Como estos cuantiosos recursos se
reparten con criterio muy discrecional por el Gobier-
no nacional, alcaldes y gobernadores enajenan su vo-
luntad a cambio de que les aprueben y financien pro-
yectos. Y esto ocurre porque las entidades territoria-
les saben que los organismos centralizados giran es-
tos recursos con relativa facilidad y sin mayores exi-
gencias, así los trámites sean lentos y engorrosos. Casi
no hay obra de importancia en las regiones que no
cuente con la ayuda de la Nación. Esta pérdida de
autonomía por razones financieras se vio patente en
el trámite y la campaña de la reelección. No está mal
que el Gobierno Central cofinancie, lo que estuvo
mal en la reelección y puede volver a estarlo en el
futuro, es la exigencia de una contraprestación polí-
tica a los mandatarios locales.

EVALUACIÓN DE LA
DESCENTRALIZACIÓN

Múltiples objetivos se le asignaron a la descentrali-
zación. Tantos que resultaba difícil que pudiera cum-
plirlos todos y bien. Debía ofrecer respuestas positi-
vas en lo político, lo administrativo, lo fiscal, lo so-
cial y lo económico. Por ello, se descentralizó en bús-
queda de una mayor legitimidad y gobernabilidad del
sistema político, por medio del acercamiento del ciu-

dadano a la autoridad estatal más próxima; se des-
centralizó para lograr una mayor eficiencia en la asig-
nación de sus recursos públicos y mejorar la calidad
en la prestación de los servicios oficiales, con la mira
de atender mejor las  demandas más básicas de la
población; se descentralizó para aumentar la auto-
nomía política, fiscal y administrativa de las regio-
nes y así capacitarlas para cumplir sus funciones, que
están siempre ligadas a las necesidades más sentidas
y urgentes de la población; se descentralizó para pro-
mover el desarrollo regional y por esa vía procurar la
equidad y la justicia social; en fin, se descentralizó
para tratar de ampliar la base de participación popu-
lar y abrir nuevos espacios en la democracia.

¿Se han cumplido estos objetivos y alcanzado tan
ambiciosos propósitos? ¿Qué tanto se ha avanzado
en su concreción real? Para responder vale la pena
consultar primero al Gobierno y luego a los expertos
en descentralización. Al efecto, Evaluación de la des-
centralización municipal en Colombia, un texto produci-
do por el Departamento Nacional de Planeación para
realizar el balance de la primera década después de
aprobada la Ley 60, dice que la “descentralización
ha generado avances en términos agregados: las co-
berturas en educación aumentaron; la tasa de anal-
fabetismo se redujo; hubo mayor disponibilidad de
docentes, mayores niveles de escolaridad, ampliación
de la red pública de servicios de salud y aumento de
los instrumentos para la mejora de la gestión.”7  Por
su parte, la exposición de motivos del proyecto de
Acto Legislativo No. 11 de este año, dice al respec-
to: “En el período 2001-2005 la matrícula educativa
se incrementó en 1.7 millones de alumnos nuevos
… y fue el Sistema General de Participaciones el que
constituyó la principal fuente de recursos de este cre-
cimiento ya que financia el 91% de los costos de la
prestación de los servicios educativos estatales.”8

Más adelante en referencia a los servicios de salud
afirma: “Entre 2002 y 2005 también se han incorpo-
rado al régimen subsidiado 7.2 millones de nuevos
afiliados, lo que representa un notable crecimiento

7 Departamento Nacional de Planeación. Evaluación de la descentralización, balance de una década Tomo I, Bogotá, 2002.
8 Carrasquilla Barrera, Alberto. Op. Cit. p. 6.
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del 63%. Para este incremento de cobertura se ha
contado con recursos del SGP, Fosyga y recursos pro-
pios de las entidades territoriales… Los recursos del
SGP también han contribuido a la financiación de la
prestación de servicios de salud a la población po-
bre no asegurada, con asignaciones de promedio
anual de $1,35 billones entre 2002 y 2006”9  Estos
datos demuestran que las realizaciones sociales que
el presidente Uribe anuncia a diario, se ejecutaron
con recursos del Sistema General de Participacio-
nes. Coinciden, pues, las opiniones positivas de los
últimos dos gobiernos acerca de las participaciones.

Por su lado los estudiosos del tema como Jorge Iván
González, Darío I. Restrepo y Jaime Ariza también
emiten sus juicios evaluatorios. Al respecto, González
sostiene: “Gracias a la descentralización fiscal se han
realizado progresos significativos en algunas áreas…
La cobertura de los servicios públicos ha mejorado,
tal y como se desprende de la tendencia positiva que
presentan indicadores como el de Necesidades Bási-
cas Insatisfechas (NBI) y  el Índice de Condiciones
de Vida (ICV)… Esta disminución de la pobreza tie-
ne que ver con el mejoramiento de la cobertura edu-
cativa y de los servicios domiciliarios… De hecho,
los dineros provenientes de las transferencias se han
reflejado en un aumento de las coberturas de los ser-
vicios sociales.”10  A su vez, Ariza  sostiene que “im-
portantes resultados entre los que se destacan la am-
pliación de coberturas en la prestación de los servi-
cios públicos, el aumento de la presencia del Estado
en el territorio y una mayor legitimidad en las deci-
siones públicas.”11  De su parte, Restrepo manifiesta:
“Hoy hay más escuelas y puestos de salud, más ni-
ños estudian durante más años, así como más perso-
nas acceden a una mayor cantidad de planes de ser-
vicios de salud obligatorios. También creció el em-
pleo y los salarios del sector público en estos secto-
res. Estos logros son incuestionables”.12

Además, no puede ignorarse que gracias a la descen-
tralización y a las condiciones establecidas para su
funcionamiento municipios y departamentos redu-
jeron la pereza fiscal e incrementaron el recaudo de
sus propias rentas, disponen hoy de una mayor capa-
cidad de gestión institucional y administrativa para
manejar sus recursos y los de las participaciones y
para atender los asuntos que les competen, y disfru-
tan sus  ciudadanos de la posibilidad de elegir popu-
larmente las propias autoridades locales.

Con todo, no hay como esconder los problemas que
tienen las transferencias. De ellas preocupa la efi-
ciencia del gasto y la calidad de los servicios presta-
dos, el clientelismo y la corrupción que han crecido
bajo su alero protector, el énfasis en los aspectos es-
trictamente fiscales y contables en contra de los as-
pectos espaciales y territoriales, su nula contribución
para cerrar la brecha en materia de pobreza entre la
ciudad y el campo, los recortes de fondos y de auto-
nomía por razón de la crisis fiscal de la Nación o por
motivos de orden público, el que el monto del enor-
me gasto público social que se ha realizado no haya
tenido mayor impacto en la construcción de infraes-
tructura social y en la prestación de servicios. En
consecuencia, la evaluación de los cuantiosos gas-
tos realizados en la descentralización, aunque pu-
dieron ser mucho más productivos, muestran impor-
tantes logros.

La discusión ahora es si las fallas deben servir para
corregir el rumbo de la descentralización o para
frenarla. La aprobación del Acto Legislativo No. 11
significaría, en la práctica, la congelación de sus re-
cursos, lo que en el fondo lleva a su paulatino mar-
chitamiento. Por eso, hay que desear que la discu-
sión entre el Gobierno y el Congreso se adelante so-
bre el contenido del proyecto en sí y no sobre las
prebendas a que siempre aspiran algunos congresis-
tas a cambio de su voto afirmativo.

9 Ibíd. pp. 7 y 8.
10 González, Jorge Iván. Transferencias y equidad: hacia la descentralización espacial. En: Desarrollo de las regiones y autonomía territorial,
Compiladores Alejandro Becker, Sandra Castro, Miguel Eduardo Cárenas, Bogotá: GTZ FESCOL, 2004, p. 22, 23.
11 Ariza, Juan. Descentralización, desarrollo regional y autonomía local: Aportes y propuestas. Ibíd. P. 171.
12 Restrepo, Darío I. Transferencias y desarrollo: un portafolio para el riesgo de las regiones. Ibíd. P. 49.
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RIESGOS QUE CORRE LA
DESCENTRALIZACIÓN

Se presenta, entonces, un nuevo embate contra la
descentralización, por medio del proyecto  reforma-
torio de la Constitución, que busca convertir en per-
manente la fórmula transitoria adoptada en la refor-
ma de 2001. Con los mismos catastróficos razona-
mientos expuestos antes, busca el Gobierno Nacio-
nal convencer a alcaldes, gobernadores y  congresis-
tas de la bondad y urgencia de su iniciativa. Y como
si lo anterior fuera poco, se agrega un nuevo motivo
de recorte a la autonomía territorial, ya que pretende
el Gobierno tener la facultad para remover
administrativamente a los gobernantes locales por
motivos de corrupción.

Extraña que un gobierno consciente del monumen-
tal problema que tiene Colombia con su
hipercentralismo, busque reducir los recursos que ser-
virían para combatir ese perverso mal. En el plan de
desarrollo 2002-2006, el Gobierno fija como com-
ponentes del Estado Comunitario el Estado
descentralista, junto con el gerencial, el participativo
y el transparente. La pertinencia de continuar la des-
centralización y poner en práctica el modelo de Es-
tado descentralista la plantea el plan en los siguien-
tes términos: “Colombia presenta desequilibrios re-
gionales. El 70% de la producción industrial y del
sector terciario se origina en las cuatro principales
ciudades, que, conjuntamente, representan el 35%
de la población. Cerca del 90% de los tributos y 70%
del gasto se concentran en 40 municipios.” Y agre-
ga, a manera de definición de una política pública,
“Por esta razón, es necesario que los avances alcan-
zados con la descentralización política, administra-
tiva y fiscal, se capitalicen en función del fortaleci-
miento de la capacidad de desarrollo económico lo-
cal y regional”13 . El plan muestra conocimiento del
problema y suministra  la receta adecuada para solu-
cionarlo. Sin embargo, proponen congelar los recur-

sos que alimentan la descentralización. Si con recur-
sos crecientes el centralismo económico, demográfi-
co y presupuestal se ha fortalecido, qué pensar si los
recursos que sirven para combatirlo se congelan. Lo
que precisamente  va ocurrir ya que la inflación vie-
ne por fortuna disminuyendo, y los tres puntos y
medio adicionales en los primeros años y los dos en
definitiva, de todas maneras significarán un impor-
tante retroceso de los fondos para la descentraliza-
ción.

Para que estas afirmaciones no parezcan gratuitas y
sin fundamento, es necesario explicarlas. Ocurre que
atar las transferencias a un indicador no sólo negati-
vo sino poco dinámico como es la inflación, ha sig-
nificado el retroceso de los fondos del Sistema Ge-
neral de Participaciones con relación a indicadores
positivos como el crecimiento del PIB, de los ingre-
sos corrientes de la Nación y de los gastos totales
del Estado Central. Si bien estos fondos muestran
un leve crecimiento en cifras absolutas, en cifras re-
lativas, frente a su propio crecimiento y frente a
indicadores dinámicos, muestran estancamiento o
retroceso considerable. De malas han estado los re-
cursos de la descentralización, pues todo cambio que
se hace a la fórmula para su cálculo resulta regresiva
con relación a la anterior. Pasó del IVA, el más acti-
vo de los impuestos, a ingresos corrientes de la Na-
ción, concepto donde los impuestos de renta y a las
importaciones que crecen menos que el IVA tienen
un peso importante, y de ICN pasó a la inflación,
índice perjudicial e indeseable por lo que no puede
aspirarse a que crezca. El año pasado no más los
gastos de funcionamiento crecieron 8.1%, la econo-
mía un 5.3%, la inflación un 4% y el Sistema Gene-
ral de Participaciones, al pasar de 15.8 billones a 16.O
entre 2004 y 2005, según dato del gráfico 14 de la
página 12 de la exposición de motivos, sólo creció
1.33%, lo que resulta inexplicable porque debía cre-
cer en términos reales 2.5%, de acuerdo con la Cons-
titución.

13 Departamento Nacional de Planeación. Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006 Hacia un Estado Comunitario, p. 268, 269.
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La exposición de motivos también muestra como ha
sido el comportamiento de las participaciones con
relación al PIB y al gasto del Gobierno Nacional,
durante los últimos años. Al efecto, informa en la
página 9, que de 1994 a 2002, las participaciones,
como proporción del PIB, pasaron de 3.57% a 5.91%,
y que a partir de este año empezaron  a descender
para llegar a 5.28% en 2006.  En cuanto al  gasto
informa en la página 11, que  de 2000 a 2001 las
participaciones, como proporción de los pagos tota-
les, subieron del 27% al 30% y que de este año en
adelante disminuyeron de manera constante hasta un
28% en el 2004.

Si se mira el proyecto de presupuesto de 2007, la
situación de las participaciones no mejora, pues ba-
jarán de 2006 a 2007 del presupuesto con amortiza-
ciones, de 16.6% a menos de 16% y en el mismo
lapso, como proporción del PIB, se calcula que baja-
rán de 5.25% a 5.24%.Otro dato relevante es que el
presupuesto viene creciendo con relación al PIB así:
2003, 31.4%; 2005, 32.2%; 2007, 33.8%, en cam-
bio las participaciones bajan de la siguiente manera:
2003, 5.7%; 2005, 5.3%; 2007, 5.2%. Son, pues, las
tendencias que se observan durante los últimos años
las que permiten afirmar que el futuro de las transfe-
rencias es incierto y que la fórmula que las ata a la
inflación asegura su lento marchitamiento. De allí
que no sea aceptable para las entidades territoriales
la proposición gubernamental.

TRANSFERENCIAS, CAPITAL
HUMANO Y COMPETITIVIDAD.

Pero debe destacarse que con este tratamiento a las
transferencias, Colombia empieza a caminar en
contravía de lo que el país requiere y el mundo
globalizado impone. De una parte, es claro que ne-
cesitamos más y mejor educación y con este proyec-
to la estamos desfinanciando; y de otra, debiéramos
aprender que la descentralización de los Estados es
lo que garantiza la posibilidad de integración com-
petitiva en la economía mundial, pero lo que hace-
mos con esta iniciativa es debilitar las regiones y lo-
calidades y fortalecer el Estado Central.

El país demanda un aumento de los gastos en edu-
cación, salud e infraestructura social si de verdad
quiere construir una sociedad  equitativa y formar
capital humano, que hagan posible avanzar en la jus-
ticia social y nos prepare para ser competitivos. Y
son precisamente los servicios que se financian con
las transferencias y corresponde prestar a los muni-
cipios y departamentos, los que producen equidad y
capital humano. Por eso, si la financiación se estanca
o reduce estos servicios vitales se verán disminui-
dos. Debe resaltarse que no es justo que el Gobierno
Central presione con las participaciones a las entida-
des territoriales hasta el extremo de que los obligue
a recortar los gastos en educación, salud y servicios
públicos domiciliarios, como sucedería si este pro-
yecto se llega a aprobar. Por lo demás, existe un monto
básico de transferencias compatible con el Estado
social de derecho que no puede reducirse.

Frente a la crisis del Estado nación provocada por la
globalización, los Estados se integran y se descen-
tralizan. Es lo que ha puesto de presente la Unión
Europea cuyo proceso de integración ha estado acom-
pañado de un fortalecimiento de lo local y regional y
de la cesión de recursos y competencias a los gobier-
nos subestatales, tanto para la prestación de servicios
como para la definición y ejecución de su política eco-
nómica y social. De allí que en nuestro caso se vea
incongruente que en vez de tonificar  las localidades y
regiones, se les debilite. No sería lógico en el mundo
globalizado que el Gobierno Central se ocupara de
los problemas locales; lo razonable es que se trasla-
den responsabilidades y recursos a localidades y re-
giones. El Estado colombiano no puede seguir sien-
do el mismo y debe empezar a caminar en la senda
de hacerse más chico y más eficiente.

En la actualidad, los competitivos en la economía
global no son los países o los Estados, sino las ciu-
dades y las regiones. Lo que constituye una razón
más para descentralizar. Así lo consignan dirigentes
políticos como Felipe González y teóricos de posi-
ciones ideológicas tan distantes como Manuel
Castells, Jordi Borja, Kenichi Ohmae, Manuel An-
tonio Garretón y Hilary Wainwrigth, entre otros. Por
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su parte, Felipe González afirma: “Los estados ten-
derán a ser realmente federales, porque la descentra-
lización política es un fenómeno imparable… El re-
clamo de identidad, frente a la homogeneidad de la
globalización, tiende asimismo a la distribución in-
terna del poder.”14  De otra parte, Jordi Borja y Ma-
nuel Castells sostienen: “Los gobiernos locales dis-
ponen de dos importantes ventajas comparativas con
respecto a sus tutores nacionales. Por un lado, gozan
de mayor capacidad de representación y de legitimi-
dad con relación a sus representados … Por otro lado,
gozan de mucha más flexibilidad, adaptabilidad y
capacidad de maniobra en un mundo de flujos entre-
lazados, demandas y ofertas cambiantes y sistemas
tecnológicos descentralizados e interactivos.”15  A su
vez, Manuel Antonio Garretón da la siguiente opi-
nión sobre aspectos que ayudarían a vigorizar el Es-
tado: “El primero tiene que ver con el fenómeno de
la descentralización y fortalecimiento de los poderes
locales y regionales, lo que se refiere a problemas de
administración, gestión y participación de actores en
la base social”16 .

El financista japonés Kenichi Ohmae va más lejos
que los autores citados, ya que habla en uno de sus
libros de la muerte del Estado nación por su incapa-
cidad para controlar la economía y porque hoy son
el capital, las corporaciones, los consumidores y las
comunicaciones los que ostentan el poder que en otra
época tuvo el Estado17.  Este mismo escritor en otros
de sus textos llega a considerar que la economía rom-
pió las fronteras del Estado nación, lo que lo convir-
tió  en un auténtico fetiche; considera, además, que
el mundo debe preparse para reemplazar los estados
centrales con las regiones que están surgiendo y que

tendrán verdadera capacidad para enfrentar los re-
tos económicos del presente y del futuro18 . Cito de
nuevo a Manuel Castells y recojo su opinión: “los
gobiernos locales/regionales se han convertido en
las fuerzas decisivas en el destino de los ciudadanos,
en las relaciones entre el estado y la sociedad y en la
remodelación de los estados-nación.”19  Finalmente,
consigno que Hilary Wainwright en su libro “Cómo
ocupar el Estado”, estima que sólo es posible tener
una mayor justicia en el mundo y consolidar la de-
mocracia si  se fortalecen los espacios locales20 . Pero
lo verdaderamente llamativo frente a las tendencias
del mundo del futuro es que no hay pensadores que
defiendan la centralización y el mantenimiento de
los Estados nacionales. Se impone, de una parte, la
integración de los Estados y, de otra, la inaplazable
descentralización fiscal y funcional de su aparato.
Debemos comenzar a recorrer el camino de la inte-
gración con otros Estados y tonificar la descentrali-
zación, pues no sería lógico que en vez de perfeccio-
narla y ampliarla, la recortáramos. Si queremos cons-
truir capital humano y ser competitivos, la descen-
tralización es el mejor camino para lograrlo.

CONCLUSIONES

1.   Se hace necesario exclamar en voz alta con el
profesor Darío I. Restrepo, uno de los colombianos
más preocupados y conocedores de este tema, “no
más recortes al total de las transferencias, ya que los
gobiernos locales hicieron el esfuerzo que no ha he-
cho el gobierno nacional en la reducción de las tasas
de endeudamiento, la generación de superávit fisca-
les y la contribución a la disminución del déficit
nacional.”21 Pues es claro que municipios y departa-

14 González, Felipe. Siete asedios al  mundo actual, Revista Visión, 16 al 31 de diciembre de 1998.
15 Borja, Jordi y Manuel Castells. Local y global. La gestión de las ciudades en la era de la información, Madrid: Taurus, 1998.
16 Garretón, Manuel Antonio. Política y sociedad entre dos épocas América Latina en el cambio de siglo, Rosario: Homo Sapiens
Ediciones, 2000.
17 Ohmae, Kenichi. El fin del estado-nación, Santiago de Chile: Editorial Andrés Bello, 1997.
18 Ohmae, Kenichi. El próximo escenario global. Desafíos y oportunidades en un mundo sin fronteras
19 Castells, Manuel. Op. Cit. p. 302.
20 Wainwrrigth, Kilary. Cómo ocupar el Estado, Barcelona: Icaria Antrazyt, 2005.
21 Restrepo Botero, Darío I. Contribución de la descentralización a la superación de la crisis económica y política. En: la reforma política del
Estado en Colombia: una salida integral a la crisis, Miguel Eduardo Cárdenas Rivera Coordinador, Bogotá: Cerec Fescol, 2005, p. 26, 27.
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mentos hicieron el sacrificio de ver disminuidos sus
ingresos en aras del equilibrio macroeconómico y apor-
taron de manera trascendental a la solución del déficit
fiscal del sector público, en tanto que la Nación siguió
gastando a un ritmo superior a sus posibilidades. Ade-
más, las entidades territoriales entraron por la senda
de una rígida disciplina fiscal y, en cambio, el Gobier-
no central no ha querido efectuar el ajuste que le co-
rresponde. Por eso, resulta insostenible que se casti-
gue a quienes han hecho bien la lección y se premie a
quien no ha realizado ningún esfuerzo.

2.  El gasto local es objeto periódico de evaluación
para ver su calidad y eficiencia y está  sometido a
una serie de condicionamientos, mientras el que rea-
liza el Estado centralizado no se evalúa con la mis-
ma severidad y está libre de restricciones, hasta el
punto de que proyectos bandera del gobierno del
Presidente Uribe como el plan de los 2.500 kilóme-
tros pavimentados se convirtió en instrumento
clientelista que sirvió de autopista a la reelección y
no al país y a los vehículos que tanto los necesitan.
Lo cierto es que el gasto realizado por las entidades
territoriales, así haya que trabajar con intensidad para
que sea más productivo y se libere de corrupción y
clientelismo, muestra avances importantes en varias
áreas fundamentales del desarrollo, educación, sa-
lud y acueductos y alcantarillados. De ahí que deba
insistirse en que el gasto local tiene que alcanzar una
mayor calidad y eficiencia, pero no es admisible que
el nacional se pueda despilfarrar y emplear sin medi-
da ni concierto. La Nación no se disciplina y gasta,
gasta y gasta. No hay autocrítica del gobierno nacio-
nal frente a su volumen y calidad del gasto. Y éste
debe entender que tiene responsabilidad en la crisis
fiscal y que debe contribuir a su solución. Su inten-
ción de dejar la resolución de este problema al recor-
te de las transferencias debe ser rechazada. No es
admisible que los problemas fiscales sólo se pueden
enfrentar si se recortan las transferencias. ¿Por qué
la fórmula que se trata de convalidar y hacer perma-
nente para las participaciones no se la aplica el Go-

bierno nacional a sí mismo? Lo que dice el Presiden-
te para defender su proyecto: “Les estamos garanti-
zando que siempre van a tener un piso superior al
del año anterior. Les estamos garantizando una fór-
mula en la cual el piso sea la inflación, y cada año
haya un aumento sobre la inflación”22  Lo cierto es
que esta propuesta es fatal para las entidades territo-
riales, pues verán disminuir sus ingresos con rela-
ción a los que les garantiza la Constitución vigente.
3.   Si se miran las transferencias frente a indicadores
dinámicos como el crecimiento del PIB y los ICN,
que son los que muestran de veras el comportamien-
to de la economía, han disminuido y, en cambio, los
gastos nacionales han crecido. Tenemos un gasto pú-
blico central que crece a una proporción más amplia
que la economía y la inflación, mientras el gasto so-
cial que se realiza con el dinero de las transferencias
tiende a estancarse. Parar las transferencias, como
lo pretende el Ministro de Hacienda con el proyecto
de Acto Legislativo, significa detener el incremento
del gasto público social con relación al crecimiento
general de la economía y del gasto público total. Lo
que resulta inaceptable en un país que reclama más
oportunidades para la gente. Urge defender las trans-
ferencias por lo que significan: gasto en educación,
salud, agua potable y saneamiento ambiental.

4.   Existe en Colombia una costumbre que debe
superarse para bien de la administración pública. Al-
caldes y gobernadores tienen que desplazarse todas
las semanas hasta Bogotá, con el sombrero en la
mano, para lograr autorizaciones, aprobaciones y re-
cursos para cualquier obra que pretendan  adelantar.
Este Gobierno ha fortalecido este comportamiento
desde los Consejos Comunitarios, porque quiere que
su relación con los mandatarios locales sea más per-
sonal que institucional, y quizá por esa razón quiere
reducir aun más su autonomía recortando las trans-
ferencias. Pues de verdad lo que el país requiere es
administradores locales con recursos para que pue-
dan atender las necesidades de sus comunidades sin
tener que pagar peaje al centralismo bogotano.

22 Uribe Vélez, Álvaro. Op. Cit. www.presidencia.gov.co., discursos mes de septiembre 2006.
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5.  De aprobarse la propuesta contenida en el Acto
Legislativo No. 11, Colombia caminaría en contravía
de lo que requerimos los colombianos y de lo que se
impone en el mundo. Necesitamos más educación e
inversión social para construir equidad y para capa-
citar para la competitividad, pero se quiere dismi-
nuir los recursos que las financian. Para enfrentar la
crisis del Estado nación el mundo descentraliza, con
el fin de acercar el ciudadano al gobierno y mejorar
la eficiencia en la atención de sus problemas cotidia-
nos, y aquí se pretende centralizar. Olvidando algo

que es fundamental: las competitivas en el mundo
de hoy para atraer inversión y capacidad de decisión,
son las ciudades y las regiones, y no los países o los
Estados.

6.   Si el Gobierno consigue imponer su propuesta en
el Congreso, podríamos decir, tomando el nombre
de este seminario, que el pasado de la descentraliza-
ción es de crecimiento y esplendor, el presente de
estancamiento e incertidumbre y el futuro de mar-
chitamiento y lenta agonía.
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